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Los diputados y las diputadas que suscriben, miembros de la Comisión Permanente de Asuntos Económicos, rinden DICTAMEN  NEGATIVO  DE MINORIA sobre el proyecto de ley: “MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 4° DE LA LEY N.º 1644, LEY ORGÁNICA DEL SISTEMA BANCARIO NACIONAL, Y SUS REFORMAS”,  Expediente Legislativo Nº 17.236,  con base en las siguientes consideraciones:

Según se establece en la Exposición de Motivos: “El Poder Ejecutivo estima oportuno promover una modificación al artículo 4° de la Ley del Sistema Bancario Nacional, N.º 1644, de 26 de setiembre de 1956, para autorizar a dichas entidades a suscribir contratos de crédito subordinado o realizar emisiones de deuda subordinada con el fin de dotar a los bancos del Estado de un instrumento efectivo que les permita incrementar el indicador de suficiencia patrimonial.”

De los artículos 5 y 7 del Reglamento emitido por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero se deriva que en nuestro medio las deudas subordinadas son consideradas como parte del capital, estableciéndose que su suscripción debe estar en relación con el capital primario. En efecto, el primero de dichos numerales considera al capital secundario como parte del capital base.  

No obstante, según señalan sus proponentes, la garantía estatal establecida en el numeral 4 de la Ley N.º 1644, y sus reformas, que estipula que "Los Bancos del Estado contarán con la garantía y la más completa cooperación del Estado y de todas sus dependencias e instituciones", se ha constituido en un obstáculo para que los bancos comerciales del Estado suscriban contratos de crédito subordinado o realicen emisiones de deuda subordinada y por ende para que incrementen la suficiencia patrimonial, dado que el elemento esencial de una deuda de este tipo es que esta responde a una prelación de pagos en el caso de un proceso de liquidación del intermediario financiero.

Según se establece en el Informe Jurídico elaborado por el Departamento de Servicios Técnicos, las deudas subordinadas son obligaciones que se tienen con acreedores, donde se acuerda mediante un pacto expreso que si hubiera una liquidación de esa deuda, esos acreedores renuncian a todo derecho de preferencia y aceptan que el pago de sus derechos se haga hasta que se cancelen todas las otras deudas.  

Por principio, este tipo de deuda conlleva un alto rendimiento (tasa de interés) como contrapartida al mayor riesgo que asume el acreedor del no pago de su derecho en caso de liquidación de la entidad deudora contratante.

Sostienen los proponentes que la emisión de deuda subordinada no solo es importante por constituir una alternativa de fondeo para el financiamiento del negocio, sino que adicionalmente -dadas sus características particulares- no genera necesidades adicionales de capital ya que se considera parte del capital base para efectos del cálculo del indicador de suficiencia patrimonial.

 En este sentido, recalcan que por su solidez la banca estatal comercial podría conseguir financiamiento con la emisión de este tipo de deuda lo cual redundaría en un incremento en su capacidad de otorgar créditos, lo que sería particularmente importante de cara a la crisis financiera que sacude al mundo.

Según la exposición de motivos, la autorización para que los bancos estatales se puedan endeudar con esta clase de instrumentos, permitiría también el fondeo para su propio financiamiento y equilibra la desventaja con respecto a intermediarios privados que han incursionado en este tipo de operación

La reforma que se pretende del artículo 4 de la Ley Nº 1644 queda claramente evidenciada en el siguiente cuadro:

	TEXTO

ACTUAL


	TEXTO

VIGENTE

	Artículo 4º.- Los Bancos del Estado contarán con la garantía y la más completa cooperación del Estado y de todas sus dependencias e instituciones. 



	Artículo 4º.- Los Bancos del Estado contarán con la garantía y la más completa cooperación del Estado y de todas sus dependencias e instituciones. La garantía establecida en este artículo no será aplicable a las obligaciones o créditos subordinados que emitan o contraten los bancos del Estado.




Nuestra posición:

La bancada del Partido Acción Ciudadana, ve con mucho recelo el objetivo que persigue este proyecto, que si bien es cierto en primera instancia podría resultar interesante, por cuanto abre la posibilidad para que los bancos puedan ampliar sus posibilidades de capitalización, en este caso a través de la emisión de deuda subordinada, sin embargo, consideramos que dicha iniciativa tiene riesgos importantes y otros efectos de carácter macroeconómico que no deben omitirse en el análisis.

Expondremos a continuación una serie de argumentos sobre los cuales fundamentamos nuestro voto negativo a este proyecto:

La garantía del Estado.  El patrimonio del Estado es uno solo y deuda subordinada o no subordinada es deuda. En este caso muy específico la propuesta consiste en eliminar la garantía del Estado en el caso de la deuda subordinada. Eso es realmente una falacia, no se elimina la garantía, lo que se hace es una eliminación de garantía explícita, pero la garantía implícita siempre permanece. ¿Por qué?, porque el dueño de estos bancos es el Estado y el éste entonces es responsable directamente de los bancos y en caso de insolvencia financiera, el Estado acudirá sin duda al rescate del Banco estatal, para que no “quiebre” financieramente. 

En caso de reformar esta ley, estaríamos abriendo un portillo peligroso que podría aumentar la vulnerabilidad de los bancos comerciales estatales, sobre todo si hay un manejo abusivo de este instrumento que podría poner en riesgo el patrimonio del Estado, lo cual nosotros no deseamos. En este sentido, se debe actuar con cautela, no sea que esto se convierta en una causa que conduzca a una situación de insolvencia o de pérdidas patrimoniales para los bancos comerciales del Estado y que no tengamos, así,  que volver a vivir situaciones tan lamentables como las ocurridas con el Banco Anglo.

En el Informe elaborado por el Departamento de Servicios Técnicos se señala: 

“Por su parte, la garantía estatal es una garantía de solvencia ilimitada cuantitativamente, que otorga el Estado y que está dirigida a garantizar el aporte de los ahorristas e inversionistas. Esto para mantener el orden público financiero y la confianza de éstos últimos, en los bancos estatales.

Cabe indicar que comprende todas las operaciones que realizan los bancos estatales, tanto las expresamente autorizadas, como las conexas.  Además de  las que no estén prohibidas por ley.

Se agrega, además, que la garantía del Estado se considera de carácter excepcional y solo responde en una situación de crisis en que existen graves problemas de solvencia y liquidez del banco estatal, que impiden hacer frente a las obligaciones contraídas, sea de retiro de depósitos y obligaciones corrientes e incluso la continuidad misma de la operación de la entidad financiera. Sea porque ésta  evidencia deficiencia patrimonial o indicios de irregularidades que la ponen en peligro o que hace que su funcionamiento es casi imposible.
Es importante resaltar que la garantía del Estado no es para operaciones concretas en situaciones normales.  Para cada operación que realiza el banco estatal  en su giro normal, se tendrán que otorgar las garantías propias y seguir con los  procedimientos constitucionales, legales o reglamentarios, previstos para esa operación.

Como se aprecia el riesgo de la deuda subordinada se daría ante la liquidación o disolución del banco emisor. La garantía estatal se aplicaría en situaciones de crisis que podrían ser incluso disolución o liquidación del banco. 

Si se analiza la situación planteada por la ley actual, la deuda subordinada no podría operar, pues en un proceso de liquidación, una vez liquidados los activos, lo que quede al descubierto lo garantiza el Estado. Es decir, esta garantía desvirtúa el riesgo inherente y característico de la deuda subordinada por la cual se pagan mejores rendimientos.

Sin embargo, debido a que esa garantía estatal está establecida por ley, no es posible prescindir de ella si no es por disposición legislativa. Así lo resuelve precisamente la Procuraduría en la consulta formulada por el Banco Nacional, cuando le indicó que:

El artículo 4 de mérito constituye un mandato de orden legal; la obligación que impone al Estado subsiste y lo  vincula en tanto la norma legal que la impone esté vigente. La eficacia de esa disposición deriva no de la voluntad de los ciudadanos sino de la potestad legislativa, que tiene como uno de sus contenidos el dictar, reformar y derogar las normas; en consecuencia, no deriva de una decisión voluntaria de las autoridades estatales en un momento dado; así como tampoco de una decisión concreta de un banco estatal. El artículo 4 y la obligación de garantía que de él derivan perderán vigencia solo cuando, en ejercicio de su potestad legislativa, el Estado decida reformarlo o derogarlo. El Estado sin norma legal no puede renunciar a garantizar el funcionamiento del banco manifestado en el conjunto de sus operaciones pasivas. (la negrita no es del original.

El contexto financiero. Vivimos una situación muy compleja, producto de la coyuntura de crisis en que estamos inmersos. Lejos de liberar controles y de buscar otras formas de emitir deuda sin la garantía soberana del Estado, más bien la situación reclama una mayor intervención del Estado y en muchos casos hasta nacionalización de importantes entidades financieras, como lo estamos viendo en Estados Unidos y en otras latitudes, caso de Europa.  Las regulaciones no deben disminuir, pues es precisamente por políticas laxas en el ámbito financiero y sus repercusiones en la economía real,  que se viven situaciones de verdadera angustia en materia productiva y de empleo, que afectan a un sinnúmero de familias en los países desarrollados y en desarrollo.   La crisis financiera deriva de las especulaciones masivas en el mercado hipotecario de EEUU, ha estado marcada por el colapso de los principales bancos  de inversión de ese país y el fin de la era de los mismos, la violencia en los desplomes y situaciones de pánico en las bolsas mundiales, el derrumbe del precio del petróleo, la caída del ritmo de la actividad económica de EEUU y la desaceleración de las principales economías de la Eurozona.  La crisis llegó a su clímax el lunes 15 de setiembre, cuando la quiebra de Lehman Brothers hizo evidente la caída del precio de las acciones de los principales bancos de inversión estadounidenses; luego vino la compra acelerada de Merril Lynch, para evitar su bancarrota, la virtual nacionalización de la aseguradora AIG y el urgente apoyo financiero a Goldman Sachs y Morgan Stanley, gigantes financieros que parecían inexpugnables.  Algunos sostienen que la crisis ha roto en añicos los postulados de las tesis neoliberales de libre mercado y que tiende a ser tan profunda como la crisis de 1929.

Los bancos privados no la usan. Llama poderosamente la atención el hecho de que la opción de deuda subordinada no sea utilizada frecuentemente por los bancos privados, que están plenamente autorizados para ello. Vale preguntarse:  ¿por qué si los bancos privados que, sin contar las offshore, representan más del 50 por ciento de la cartera crediticia de este país, y están autorizados por ley a utilizar la deuda subordinada, no la usan?, si ellos la tienen disponible, ¿por qué no acuden a ella? Supuestamente es un mecanismo que podría beneficiarlos, pues abriría las posibilidades de más créditos, pero desisten de utilizarlo.  Esto es sumamente preocupante en relación con el destino de la banca estatal.

¿Los empresarios no quieren más plata?  En diciembre de 2008, aprobamos gustosos la iniciativa para que el Banco Central liberara recursos por ciento diecisiete millones de dólares para capitalizar los bancos del Estado, para que con esto ellos pudieran prestar diez veces más, es decir mil ciento setenta millones de dólares. Después de dos meses y medio, los bancos del Estado solamente habían prestado el 17 por ciento de esos mil ciento setenta millones de dólares.  Es decir, solo habían prestado aproximadamente doscientos millones de dólares y todavía quedaban aproximadamente ochocientos millones disponibles para prestar.  Los sectores productivos no están buscando crédito.  A los sectores productivos se les ofrece y no quieren crédito.  Esto tiene que ver con la situación general de la economía.  Acaso adquiere plena validez la pregunta:  ¿es con estos instrumentos crediticios que se logrará la reactivación económica sin que se ofrezcan otras condiciones a los empresarios?  Entonces, quizás los problemas que estamos viviendo, en parte, tienen otras causas, pero seguimos solo pensando que la expansión del crédito es la solución.  

Consumo desorbitado. Más bien, se corre un grave riesgo porque aparece un problema más preocupante: la plata se la está llevando el consumo. En momento en que tenemos la balanza comercial más desfavorable de la historia de este país, un déficit de 5 mil 500 millones de dólares, además de la amenaza de la devaluación, resulta que en momentos en que deberíamos estimular al máximo la producción y desestimular al máximo la importación, especialmente de artículos que no son imprescindibles o que no son productivos, presenciamos toda suerte de ofrecimientos de crédito de consumo en medio de la más profunda crisis económica de los últimos años.  Los vendedores de vehículos, por ejemplo,  están felices porque hay nuevas opciones de crédito.  La ferias y promociones continúan todos los días.  

Crédito improductivo. Si estuviéramos en Estados Unidos o, incluso,  en México y se abriera una línea de crédito para que la gente compre automóvil nuevo, se generaría empleo, porque hay industrias propias.  Pero, aquí la compra de vehículos o de productos suntuarios no genera empleo, y podríamos decir que la importación de vehículos nuevos no genera prácticamente nada, pues el vehículo viene entero y, además, todo lo que gaste de ahí en adelante es importado, desde el combustible hasta los repuestos. Tómese en cuenta,  además, que, desafortunadamente, el sector de vehículos nuevos está en manos de un duopolio, pues dos familias controlan más del 70 por ciento de la importación de vehículos nuevos de este país. Entonces, ¿qué empleo va a generar una empresa que lo único que hace es traer un vehículo y venderlo? En ocasión de la aprobación del Proyecto de Ley de capitalización de los bancos estatales, muchos diputados insistimos en que esos mil ciento setenta millones de dólares, se dieran como prioridad para estimular los sectores productivos y PYMES de menos de cien empleados, pero no hubo acogida, y los bancos manifestaron que no era conveniente, pues ellos querían libertad de acción. Se hace evidente que con el crédito no basta y se requeriría incursionar en  otros campos de la economía para poder activar a los sectores económicos y que ellos puedan realmente hacerle frente a un crédito y, además, fortalecer el mercado interno nacional.

Otras medidas son posibles. Como se le ha demostrado al señor Ministro de Hacienda, existen otros instrumentos de política monetaria con los cuales se lograrían resultados similares sin necesidad de modificar leyes.  Esto ya se ha mencionado por muchos, incluso, por expertos en materia económica. Una opción sería bajar el encaje mínimo legal, otra disminuir el índice de suficiencia patrimonial, poniéndolo acorde con las normas de Basilea en un 8%, pues en Costa Rica lo tenemos en un 10% y algunos bancos, incluso, en un 12%.  Estas medidas que caen dentro del rango de acción de la Superintendencia de Entidades Financieras, pueden emprenderse sin necesidad de una ley y así se le estaría dando una mayor posibilidad de capitalización y de capacidad de colocación de créditos a los bancos comerciales del Estado.

Presión inflacionaria sobre las tasas de interés:  Un párrafo particular merece la posible incidencia sobre las tasas de interés.  En este caso nuestra principal preocupación radica en que al poder emitirse bonos de deuda subordinada por parte del Estado, con una tasa de interés superior a los demás certificados de inversiones, pues implica el supuesto mayor riesgo financiero,  este costo financiero mayor para los bancos deberá ser cubierto con el incremento de las tasas de interés en los créditos que los bancos ofrecen a los distintos clientes de los sectores comerciales, produtivos y personales.  Esta situación particular puede ser adicionalmente un causante de incremento en el sistema general de precios (inflación), y profundizar más aún la crisis ya existente.
Conclusión

En una situación de crisis hay que ver el país y el mundo diferente.  Si lo vemos de la misma manera que en épocas normales, nos exponemos a riesgos innecesarios y estaríamos mal ubicados. Existe consenso en especialistas en economía, y así lo revelan las medidas que se adoptan todos los días en países que enfrentan el núcleo de la crisis, que es momento no para soltar amarras a los actores económicos, sino, por el contrario, para fortalecer las regulaciones y los mecanismos de control del mercado.  La mesura tanto como la capacidad de reacción es lo que requieren los tiempos que vivimos.    

En momentos como los actuales se debe enfatizar en el estimulo a actividades que generen empleo directo, y aquellos sectores que más lo generan, aunque no sea muy bien remunerado, son la agricultura y la industria. Nos preocupa que en las iniciativas emanadas del Poder Ejecutivo, incluyendo el Plan Escudo, no se haga siquiera mención de este aspecto y que no se adopten medidas urgentes en casos visibles como el del frijol y la carne que afectan a miles de costarricenses.  Por su parte, el apoyo a las PYMES sigue llenando espacio en los discursos aunque existe una virtual ausencia de políticas concretas para apoyar este sector en medio de las secuelas de la crisis.

Un aspecto esencial es que si a la banca privada se le han dado, históricamente, todo tipo de privilegios y ventajas, deberíamos de exigirle que en tiempos de vacas flacas dé un aporte extraordinario al país.  Por lo demás, se trata de una banca transnacional, pues sólo dos bancos pequeños siguen siendo costarricenses.   Entonces, si son los más grandes del mundo, uno de ellos, el tercero más grande del mundo, podrían aportarle un poco de capital a este pequeño país, partiendo de la buena voluntad y un sentido mínimo de justicia.

En estos momentos el país requiere de solidaridad en todos los frentes.  Garantizar a los sectores productivos la mejor tasa de interés posible, de tal manera que se genere empleo y capacidad de consumo que colaboren a reactivar nuestra economía.  Todo bajo la premisa de que sólo el crédito no basta para el logro de este objetivo.   

El presente proyecto de ley se queda corto en esta orientación y, creemos firmemente, implica un alto riesgo para la banca del Estado, al pretender aplicar un tipo de endeudamiento de alto riesgo que es desestimado por la propia banca privada.    

Nuestra fracción, en el espíritu de defensa de la banca del Estado mocionó para que la garantía del Estado sea aplicable a las obligaciones o créditos subordinados que emitan o contraten los bancos del Estado, siempre y cuando no exceda de un 25% del capital primario y se realice con Organismos Financieros Internacionales, moción que fue aprobada en Comisión.   Sin embargo, apegándonos a lo que  sostiene la Procuraduría: “El artículo 4 de mérito constituye un mandato de orden legal; la obligación que impone al Estado subsiste y lo  vincula en tanto la norma legal que la impone esté vigente.” Y, por tanto, el Proyecto no asegura que a las operaciones bancarias que sobrevengan no se les aplique esa garantía del Estado, con las implicaciones que podría tener para el futuro de la banca estatal de nuestro país. 

Considerando las razones aquí expuestas, se recomienda desechar y en consecuencia archivar el presente Proyecto de Ley.

LEDA ZAMORA CHAVES 



OLIVIER PÉREZ GONZÁLEZ

DIPUTADA
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DIPUTADO
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